
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, VEINTISIETE (27) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 
 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 
RADICACIÓN: 08758-31-12-002-2023-0062-00 
ACCIONANTE: CARLOS JOSE GOMEZ PEREIRA 
ACCIONADO: UNIDAD DE VICTIMAS 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la ACCIÓN DE TUTELA incoada por el señor CARLOS JOSE GOMEZ PEREIRA, 
en contra de la UNIDAD DE VICTIMAS por la presunta vulneración de sus derechos 
fundamentales de la Población en Condiciones de Desplazamiento Forzada, previo a los 
siguientes, 
 

ANTECEDENTES 
 
La parte accionantes expresa como fundamentos del libelo incoatorio los siguientes: 
 

 

 
 
 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 
Con  fundamento  en  los  argumentos  antes  esgrimidos,  solicita: 

 

 

 
 
 

ACTUACIONES 
 

La presente acción de tutela correspondió por reparto a esta agencia judicial, siendo 
admitida a través de providencia calendada 13 de febrero de 2023, ordenándose correr 
traslado al accionado a fin de que ejerciera su derecho a la defensa. 
Informe allegado en los siguientes términos: 
  
INFORME GINA MARCELA DUARTE FONSECA, en calidad de Representante Judicial de 
la Unidad para las Víctimas, manifestó: 
 

 

 



 
 

 
 
 
 
 
 

Página 3 de 7 

 

 

 

 



 
 

 
 
 
 
 
 

Página 4 de 7 

 

 

 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
De conformidad con lo preceptuado, corresponde determinar lo siguiente:  
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales de la 
Población en Condiciones de Desplazamiento Forzada, invocado por el señor CARLOS 
ANDRES GOMEZ PEREIRA presuntamente vulnerado por la UNIDAD DE VICTIMAS con 
ocasión a la demora en el pago de la indemnización que como víctima asegura tiene 
derecho? 
 

   FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 29 y 86 de la Constitución Política, 
Decreto 2591 de 1991. Sentencia No. C-543/92, T- 231/94, T- 118/95, T- 492/95, SU 542/99, 
T-200/2004, T- 774/2004, T-106/2005, T-315/2005, C 590/2005, T-060- 2016, entre muchas 
otras. 
 

CONSIDERACIONES  
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, así 
se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger estrictamente 
estas garantías que se vean vulnerados por la acción u omisión de cualquier persona. 
 
Se enuncia el estudio de los derechos fundamentales invocados:  
 

ACCION DE TUTELA PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

DE LA POBLACION DESPLAZADA-Procedencia 
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En cuanto a la procedencia de la acción de tutela cuando es interpuesta por personas en 
situación de desplazamiento forzado, esta Corporación ha sido enfática en señalar que dicho 
estado implica el alto grado de vulnerabilidad en que se encuentra, por cuanto ha tuvo que 
abanador su vivienda y vida económica habitual para salvar su vida. De ahí que esta acción 
constitucional sea el mecanismo más apropiado para la protección eficiente de las garantías 
fundamentales de quienes padecen el flagelo del desplazamiento forzado, pues para 
contrarrestarlo son necesarias acciones urgentes por parte de las autoridades dirigidas a 
satisfacer sus necesidades más apremiantes, y que resulte desproporcionada la exigencia 
de un agotamiento previo de los recursos ordinarios. 
 

CONDICION DE PERSONA DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA Y DE VICTIMA DEL 

CONFLICTO ARMADO-Distinción  
 
El concepto de desplazamiento forzado, tanto a nivel de instrumentos internacionales como 
de jurisprudencia constitucional, se caracteriza esencialmente por la coacción violenta 
ejercida en la persona para abandonar un determinado lugar y que, en consecuencia, ello 
se produzca dentro del territorio nacional. Por su lado, del concepto de víctima contenido 
en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, pude destacarse que también se caracteriza porque 
el individuo es sujeto pasivo de un hecho violento, pero, a diferencia del desplazamiento 
forzado, no existe un limitación territorial para que pueda ser identificado, sino simplemente 
temporal, esto es, que el suceso victimizante haya ocurrido con anterioridad al año 1985. 

 

 
CASO CONCRETO 

 
Revisado el sub-lite, encuentra éste Despacho que el problema jurídico radica en que el 
señor CARLOS ANDRES GOMEZ PEREIRA, considera que la UNIDAD DE VICTIMAS, ha 
venido vulnerando su derecho fundamental como población victima desplazada no hacer 
efectivo el pago de la indemnización que asegura tiene derecho. 
 
Por su parte la entidad accionada, al corrérsele traslado de los hechos que motivaron la 
presente acción de tutela, manifiesta haber dado trámite a la solicitud de priorización 
elevada por el actor y el resultado que arrojó la aplicación del método técnico de 
priorización. 
 
Tenemos que la solicitud del actor se circunscribe a que se priorice el pago de una 
indemnización administrativa, no obstante, se señala por parte de la accionada que, no se 
acreditó no acreditó una situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad de las 
señaladas en el artículo 4 de la Resolución N° 1049 de 2019 y 1 de la Resolución N° 582 
de 2021, a saber, contar con más de 68 años de edad que al interior del plenario no se 
encuentra debidamente acreditada, es decir, no se aporta prueba siquiera sumaria que nos 
permita determinar la edad del actor. Por otro lado, no se acredita que padece una 
enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas por el Ministerio 
de Salud y Protección Social, menos aún, que padezca de alguna discapacidad certificada 
conforme a los criterios, señalados por el Ministerio de Salud y Protección Social o la 
Superintendencia Nacional de Salud.  
 
De tal manera que, al no acreditarse las condiciones antes señaladas no resulta procedente 
orden alguna encaminada a ordenar la priorización solicitada a través de este mecanismo, 
toda vez que, la accionada de forma diligente ha procedido a dar respuesta al actor en los 
términos citados en el párrafo anterior, señalando que no cumple con los criterios de 
priorización, máxime si se tiene en cuenta que al interior del plenario no se acredita la 
existencia de los mismos.  
 
Ahora bien, entre folios 17 y 22 del archivo denominado “5contestacion” reposa la 
resolución N° 04102019-392171 del 12 d marzo de 2020 debidamente notificada de forma 
personal conforme se evidencia a folio 23 de dicho archivo, en la misma se resuelve la 
aplicación del método de priorización y a su vez se señala que contra tal decisión procedía 
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el recurso de reposición en subsidio de apelación, sin embargo, no se objetó dicho acto 
administrativo a través del recurso ya señalado.  
 
Bajo estas circunstancias, considera apropiado éste Despacho recordar que la tutela reviste 
un carácter subsidiario y accesorio.  Dicho carácter de subsidiario se desprende de las 
propias voces empleadas por la norma de normas, cuando en el artículo 86 establece: “Esta 
acción solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. 
 
El carácter subsidiario y residual de la acción de tutela ha servido a la honorable Corte 
Constitucional para explicar el ámbito restringido de procedencia de las peticiones elevadas 
con fundamento en el artículo premencionado de la Carta Política, más aún cuando el 
sistema judicial permite a las partes valerse de diversas acciones ordinarias que pueden 
ser ejercidas ante las autoridades que integran la organización jurisdiccional y/o 
administrativa, encaminadas todas a la defensa de sus derechos. 
 
Además, la guardiana de la Constitución ha explicado que la acción de tutela no puede ser 
utilizada en cualquier asunto jurídico e indiscriminadamente, debido a que: 
   

“(…) la paulatina sustitución de los mecanismos ordinarios de protección 
de derechos y de solución de controversias por el uso indiscriminado e 
irresponsable de la acción de tutela entraña (i) que se desfigure el papel 
institucional de la acción de tutela como mecanismo subsidiario para la 
protección de los derechos fundamentales, (ii) que se niegue el papel 
primordial que debe cumplir el juez ordinario en idéntica tarea, como 
quiera que es sobre todo éste quien tiene el deber constitucional de 
garantizar el principio de eficacia de los derechos fundamentales (artículo 
2 Superior) y (iii) que se abran las puertas para desconocer el derecho al 
debido proceso de las partes en contienda, mediante el desplazamiento 
de la garantía reforzada en qué consisten los procedimientos ordinarios 
ante la subversión del juez natural (juez especializado) y la transformación 
de los procesos ordinarios que son por regla general procesos de 
conocimiento (no sumarios)”.1  

 
Como también refiriéndose específicamente a la naturaleza subsidiaria de éste 
mecanismo constitucional, ha enseñado el mismo Alto Tribunal que: 
 

“...el desconocimiento del principio de subsidiaridad que rige la acción de 
tutela implica necesariamente la desarticulación del sistema jurídico. La 
garantía de los derechos fundamentales está encomendada en primer 
término al juez ordinario y solo en caso de que no exista la posibilidad de 
acudir a él, cuando no se pueda calificar de idóneo, vistas las 
circunstancias del caso concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de 
un perjuicio irremediable, es que el juez constitucional está llamado a 
otorgar la protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez 
constitucional no puede intervenir”.2  (Subrayado fuera de texto) 

 
Descendiendo nuevamente al caso que hoy suscita la atención de esta dependencia, se 
observa que el actor solicita que se ordene a la accionada a que por esta vía constitucional 
proceda a hacer efectivo el desembolso de una indemnización administrativa sin 
encontrarse acreditado que cuente con alguna de las causales de procedencia de la 
priorización, situación que implicaría ordenar la entrega de dineros correspondientes al 
erario público y que además con ello se vulneraria el derecho fundamental a la igualdad de 
ciudadanos que se encuentran a la espera del pago de la indemnización y que SI cuenten 
con un criterio de priorización conforme a los lineamientos señalados en el artículo 4 de la 
Resolución N° 1049 de 2019 y 1 de la Resolución N° 582 de 2021, huelga decir que la 

                                                 
1 Corte Constitucional, Sentencia T-234 de 2015, M.P.: doctora Martha Victoria 

Sáchica Méndez.  
2 Corte Constitucional, Sentencia T-747 de 2008, M.P.: Clara Inés Vargas 

Hernández. 
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acción de tutela no es procedente para obtener lo solicitado máxime cuando ello resulta 
improcedente a la luz del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 
  
En ese orden de ideas, al no evidenciarse vulneración alguna de los derechos 
fundamentales en cabeza del señor CARLOS ANDRES GOMEZ PEREIRA, procederemos 
a DENEGAR el amparo solicitado en contra de la UNIDAD DE VICTIMAS, en lo referente 
a que se priorice y haga efectivo el desembolso de una indemnización administrativa, 
encontramos que tal solicitud se torna improcedente a través de este mecanismo al no 
confluir las causales que tornen procedente dicha priorización, dada la existencia de otros 
recursos o medios de defensa judiciales, y más aún, tratándose de una pretensión de 
índole económica que compromete recursos públicos.   
 
POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
EN ORALIDAD DE SOLEDAD – ATLÁNTICO, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY; 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: NO TUTELAR por inexistencia de vulneración y por improcedente el derecho 
fundamental al mínimo vital reclamado por el señor CARLOS ANDRES GOMEZ PEREIRA, 
en contra de la UNIDAD DE VICTIMAS, de conformidad con las consideraciones expuestas 
en la parte motiva de éste proveído. 
 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: En caso de que ésta providencia no sea impugnada remítase el expediente a 
la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el 
Decreto 2591 de 1.991. 
 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 


